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idéntico a aquél. no puede existir tampoco otra solución.
sobre todo si tenemos en cuenta que la Generalidad
Valenciana fue la recurrente y perdió el recurso. En con­
secuencia. el Auto recurrido vulnera el principio de igual­
dad. alterando la posición equivalente de la relación jurí­
dica. Pero. para adoptar esa conclusión. se ha atenido
a lo dispuesto en el citado art. 17.3 de la Ley de la
Comunidad Valenciana 4/1984. precepto que se mues­
tra en clara oposición con la doctrina sentada en nuestra
Sentencia. asimismo citada. 69/1996. Procede. en con­
secuencia. elevar al Pleno cuestión de inconstituciona­
lidad de este precepto según lo establecido en el
arto 55.2 de la LOTe de este Tribunal.

4. Por otra parte. el Auto de la Audiencia de 21
de mayo de 1991. del que trae causa el recurrido en
amparo de 25 de junio del mismo año. estableció como
fecha a partir de la cual se originaba la obligación de
abono de intereses la de 20 de julio de 1988 (de noti­
ficación de la Sentencia. de la Audiencia) y el interés
aplicable era el legal básico del dinero fijado por el Banco
de España. Al estimar el recurso de súplica. el Auto aquí
impugnado dejó sin efecto la liquidación de intereses
y determinó que el interés de demora sería igualmente
el básico del dinero fijado por el Banco de España. pero
a contar desde la notificación de la Sentencia firme y
el recurso de amparo ha pretendido aparte lo antes dicho.
que el interés sea el legal del dínero incrementado en
dos puntos a partir de la notificación de la primera
Sentencia.

Hemos estimado el amparo en cuanto a esta segunda
pretensión. aplicando la doctrina de nuestra
STC 69/1996 y lo desestimamos en cuanto a la del
incremento de dos puntos en el interés. asimismo porque
según nuestra STC 206/1993. no vulneraba el derecho
a la igualdad la diferencia de los dos puntos,de rédito
entre los particulares y la Hacienda Publica.

5. Pero la resolución recurrida determinó además
que la liquidación de intereses tuviese lugar aplicando
el básico fijado por el Banco de España como viene
determinado por el citado art. 17.3 de la Ley Valencia­
na 4/1984. prescripción que entra en colisión con lo
actualmente prevenido por el arto 36.2 de Ley General
Presupestaria. que situó el interés de demora en el legal
del dinero modificando la prescripción de la versión
de 4 de enero de 1977 'de esa Ley y adecuándola a
lo establecido por la Ley 24/1984. de 29 de junio. asi-
mismo posterior a la Ley Valenciana. -

6. Por ello. la cuestión que el recurrente plantea
en orden a la liquidación de intereses no tiene como
única consecuencia la desestimada pretensión del recar­
go de dos puntos. sino también la de que. por aplicación
de la Ley Valenciana. el tipo aplicable resulta ser distinto
al que. por efecto del art. 36.2 de la Ley General Pre­
supuestaria y también del 921.2 de la Ley de Enjuicia­
miento Civil. es el aplicable en general. Con lo cual resulta
también vulnerado el derecho a la igualdad por este
mero efecto singular del precepto autonÓmico. En con­
secuencia. procede asimismo estimar en este punto el
recurso de amparo y plantear la cuestion de inconsti­
tucionalidad del citado precepto de la Ley Autonómica.

FALLO

En atención a todo lo el'Puesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

1.° Estimar el recurso de amparo. únicamente en
cuanto se refiere al día inicial para el cómputo de los
intereses y al tipo de éstos aplicable y. en consecuencia:

2.° Anular el Auto de 25 de junio de 1991. de la
Sala Segunda de la Audiencia Provincial de Valencia.
exclusivamente en aquellos puntos.

3.° Reconocer el derecho a la igualdad del recurren­
te y restablecerle en el mismo. reponiendo las actua­
ciones al momento de dictar dicha resolución para que
se proceda a practicar la liquidación de los intereses
a los que la misma se refiere computando el período
de su abono a partir de la notificación de la Sentencia
de la Audiencia Provincial de Valencia. es decir. desde
el 20 de julio de 1988 y aplicando el tipo de interés
legal del dinero.

4.° Elevar al Pleno la cuestión de inconstituciona­
lidad en relación con el apartado 3.° del arto 17 de la
Ley de la Comunidad Valenciana 4/1984. de 13 de junio.
en cuanto al inciso «el acreedor tendrá derecho al cobro
de intereses desde el día en que adquiera firmeza la
resolución judicial. calculados según el tipo básico del
Banco de España vigente dicho día».

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a veinticuatro de junio de mil nove­
cientos noventa y seis.-José Gabaldón López. Fernando
Garcia-Mon y González Reguera!. Rafael de Mendizábal
y Allende. Julio Diego González Campos. Caries Viver
Pi-Sunyer. Tomás S. Vives Antón.-Firmado y Rubricado.

17374 Sala Segunda. Sentencia 111/1996. de 24
de junio de 1996. Recurso de amparo
3.454/1993. Contra Auto de la Audiencia
Provincial de Cádiz que estimó recurso de ape­
lación interpuesto contra el dictado por el Juz­
gado de Primera Instancia número 1 de los
de Jerez de la Frontera en autos de menor
cuantía. Supuesta vulneración del derecho a
la tutela judicial efectiva: -no personación del
recurrente debída a negligencia.

La Sala Segunda del Tribuhal Constitucional. com­
puesta por don José Gabaldón López. Presidente don'
Fernando Garcia-Mon y González-Regueral. don Rafael
de Mendizábal y Allende. don Julio Diego González Cam­
pos. don Caries Viver Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives
Antón. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.454/93. promovido
por don José Torres Lorente. representado por el Pro­
curador de los Tribunales don Luciano Rosch Nadal y
asistido por el Letrado don Antonio E. de la Plaza Zenni.
contra el Auto de la Sección Primera de la Audiencia
Provincial de Cádiz. de 1 de octubre de 1993. que estimó
el recurso de apelación interpuesto contra el dictado
por el Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de los de

. Jerez de la Frontera. el 18 de febrero de 1993. en los
autos de menor cuantía núm. 652/83. Ha sido parte
doña Mercedes Vieira Carrera. representada por el Pro­
curador de los Tribunales don Alejandro González Salinas
y asistida por el Letrado don Pedro Calderón Rodríguez.
Ha intervenído el Ministerio Fiscal y ha sido Ponente
el Magistrado don Fernando Garcia-Mon y González­
Regueral. quien expresa el parecer .de la Sala.

!. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 22 de
noviembre de 1993. don Luciano Rosch Nadal. Procu-
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rador de los Tribunales, en nombre y representación de
don José Torres Lorente, interpone recurso de amparo
contra el Auto de la Sección Primera de la Audiencia
Provincial de Cádiz, de 1 de octubre de 1993, que estimó
el recurso de apelación interpuesto contra el dictado
por el Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de los de
Jerez de la Frontera el 18 de febrero de 1993, en los
autos de menor cuantía núm. 652/83. Se alega vul­
neración de los derechos a la tutela judicial efectiva y
a no sufrir indefensión (art. 24.1 c.E.).

2. Los hechos que sirven de base de la demanda
son, sucintamente expuestos, los siguientes:

a) Como consecuencia de la demanda presentada
en su día por el hoy recurrente en amparo por discre­
pancias con la partición de bienes de la sociedad de
gananciales, se siguió juicio declarativo de menor cuan­
tía, con el núm. 652/83, en el Juzgado de Primera Ins­
tancia núm. 1 de Jerez de la Frontera que, con fecha 24
de abril de 1992, dictó Sentencia desestimando la
demanda. Contra dicha Sentencia interpuso el hoy
demandante de amparo recurso de apelación, que fue
admitido a trámite por providencia de 11 de mayo
de 1992.

b) Contra la mencionada providencia la parte ape­
lante interpuso recurso de reposición al estimar que el
órgano judicial no había esperado para ordenar el empla­
zamiento de las partes ante el Tribunal Superior a que
transcurriera el plazo de seis días que establecen los
arts. 385.4 y 387 L.E.C. Dicho recurso se extravió sin
que se procediera a su sustanciación y resolución antes
de elevar la actuaciones a la Audiencia Provincial de
Cádiz.

cl La Audiencia Provincial. al no personarse el
recurrente en el plazo concedido, dictó Auto, con fecha 1
de septiembre de 1992, declarando desierto el recurso
de apelación y firme la Sentencia de instancia.

d) Constatado el extravío del recurso de reposición
en el Juzgado a qua, éste dictó providencia, de fecha 3
de noviembre de 1992, en la que acuerda no haber
lugar a lo solicitado en el mencionado recurso, seña­
lándose que la remisión del expediente a la superioridad
se llevó a efecto transcurridos con exceso los seis días
que la Ley prevé para solicitar la ejecución provisional
de la Sentencia, siendo en todo caso éste el trámite
que la parte actora debía de haber solicitado y no la
interposición del recurso de reposición. Contra esta pro­
videncia se interpuso un nuevo recurso de reposición
que fue resuelto por Auto de 18 de febrero de 1993.
En él se estima parcialmente el recurso y se acuerda
revocar la providencia del 3 de noviembre, desestimar
el primero de los recurso de reposición y emplazar de
nuevo a las partes ante la Audiencia Provincial para que
ésta, en su caso, declare la nulidad de la resolución recaí­
da en segunda instancia.

e) Contra este Auto interpuso la parte demandada
en la instancia recurso de apelación, que fue estimado
por Auto de la Sección Primera de la Audiencia Pro­
vincial. de 1 de octubre de 1993, en el que se revoca
la resolución recurrida y se declara firme la Sentencia
dictada por el Juzgado a qua, todo ello, «sin perjuicio
de que la parte afectada por esta resolución pueda inter­
poner recurso de amparo ante el Tribunal Constitu-
cionah). ¡

3. Se afirma en la demanda de amparo que la reso­
lución impugnada vulnera los derechos a la tutela judicial
efectiva yana padecer indefensión (art. 24.1 C.E.) y
es contraria al principio de seguridad jurídica que.garan­
tiza el arto 9.3 de la -Norma fundamental. Se sostiene,
de una parte, que el recurrente se ha visto privado del
derecho de acceso a los recursos que garantiza el
art. 24.1 C.E. al no resolverse un recurso de reposición
legalmente interpuesto y al impedírsele el acceso a la

apelación; se afirma, además, que el Auto de la Audiencia
Provincial infringe también los mencionados preceptos
constitucionales al declarar la firmeza de una Sentencia
que está apelada. Se termina solicitando que este Tri­
bunal anule el Auto impugnado y declare el derecho
del recurrente a que se le conceda un nuevo plazo de
treinta dias para comparecer en la Audiencia Provincial
y hacer valer sus derechos en la apelación que en su
día formuló. Se solicitaba, asimismo, la suspensión de
la resolución recurrida.

4. Por providencia de 7 de abril de 1994 la Sección
Tercera de este Tribunal acordó, antes de decidir sobre
la admisión a trámite del recurso, reclamar del Juzgado
de Primera Instancia núm. 1 de Jerez de la Frontera
certificación o fotocopia adverada de las actuaciones
correspondientes a los autos de juicio declarativo de
menor cuantía núm. 652/83.

5. Mediante providencia de 20 de junio de 1994
la Sección acordó, de conformidad con lo dispuesto en
el arto 50.3 LOTC, conceder a la demandante de amparo
y al Ministerio Fiscal un plazo común de diez días para
que formularan las alegaciones que estimasen pertinen­
tes en relación con la posible carencia manifiesta de
contenido constitucional de la demanda [art. 50.1
c) LOTC]. En su escrito de alegaciones solicitó el
recurrente la admisión a trámite de la demanda de ampa­
ro, mientras que por el Ministerio Fiscal se interesó su
inadmisión por entender que concurría la causa de inad­
misión a la que se hacía mención en la providencia que
abrió el trámite.

6. Por nuevo proveído de 26 de septiembre de 1994
la Sección Tercera de este Tribunal decidió admitir a
trámite la demanda de amparo y solicitar a la Sección
Primera de la Audiencia Provincial de Cádiz que remitiera
certificación o fotocopia adverada de las actuaciones
del recurso de apelación núm. 86/93, y al Juzgado de
Primera Instancia núm. 1 de Jerez de la Frontera que
procediera a emplazar a quienes hubieran sido parte
en el procetlimiento.

7. Mediante providencia de la Sección Tercera,
de 26 de septiembre de 1994, se acordó formar la opor­
tuna pieza para la tramitación del incidente de suspen­
sión y, una vez evacuados los trámites pertinentes, la
Sala Segunda dictó Auto el 24 de octubre de 1994
denegando la suspensión solicitada.

8. EllO de diciembre de 1994 se registró el escrito
de don Alejandro González Salinas, Procurador de los
Tribunales y de doña Mercedes Vieira Carrera, en el que
solicita sele tenga por personado en el presente recurso
de amparo. Por proveído de 19 de diciembre de 1994
la Sección acordó tener por personado y parte en el
procedimiento al mencionado Procurador, en nombre
y representación de doña Mercedes Vieira Carrera, así
como dar vista de las actuaciones remitidas por el Juz­
gado de Primera Instancia núm. 1 de Jerez de la Frontera
y por la Audiencia Provincial de Cádiz a las partes per­
sonadas para que, en el plazo común de· veinte días,
formularan las alegaciones que estimaran pertinentes.

9. El recurrente en amparo, en escrito registrado
el 17 de enerO de 1995, da por reproducidas las ale­
gaciones formuladas en la demanda de amparo, muestra
su disconformidad con las alegaciones vertidas por el
Fiscal en el trámite del art. 50.3 LOTC e insiste en que
las resoluciones recurridas le han producido indefensión
y han vulnerado su derecho a la tutela judicial efectiva.
Afirma que la conculcación de los plazos y reglas pro­
cesales no puede perjudicar a quien exige su cumpli­
miento y que, en última instancia, la falta de diligencia
del órgano judicial no puede traducirse en la pérdida
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por parte del recurrente de su derecho a que se resuelva
un recurso de apelación correctamente interpuesto.

10. EllO de enero de 1995 se recibió el escrito
de alegaciones de doña Mercedes Vieira Carrera. En él
se solicita de este Tribunal que proceda a desestimar
la demanda de amparo. Se afirma, en primer lugar, que
la providencia de 11 de mayo de 1992, recurrida en
reposición, en nada podía perjudicar al señor Torres; en
ella se emplazaba a las partes sin dejar transcurrir el
término de seis días en el que la parte apelada puede
solicitar la ejecución provisional de la Sentencia y, por
tanto, no podía perjudicar a quien había visto deses­
timada su pretensión en la instancia y era parte apelante.
Se señala, asimismo, que se puede apreciar negligencia
en la conducta del demandante de amparo pues no se
personó en la apelación en el plazo concedido al efect.o,
a pesar de que la providencia recurrida en reposlclon
seguía siendo ejecut~va pues, según e.1 art. .376 L.E.C.:
el recurso de reposiclon contra una providencia no tendra
carácter suspensivo. Se sostiene, por último. que no se
han agotado todos los recursos utilizables dentro de la
vía judicial. tal y como exige el art. 44..1 a) LO~C, pues
contra el Auto de la Audiencia Provincial de Cadlz que
declaró desierta la apelación no se interpuso recurso
alguno. Concluye el escrito de alegaciones con una serie
de observaciones sobre lo que se califican como las ver­
daderas razones por las que seha interpuesto el presente
recurso de amparo, señalándose que la intención del
recurrente no es otra que la de dilatar lo máximo posible
el cumplimiento de las obligaciones económicas hacia
su ex-mujer, contraídas como consecuencia de la Sen­
tencia de divorcio de 28 de noviembre de 1987.

11. El Ministerio Fiscal formuló sus alegaciones en
escrito registrado el 25 de enero de 1995. Tras resumir
los antecedentes de hecho y recordar la doctrina de
este Tribunal sobre el concepto de indefensión con
dimensión constitucional, sostiene que, si bien desde
un punto de vista formal debería haberse resuelto el
recurso de reposición en plazo y su pérdida, no imputable
al recurrente, pudiera haber causado a éste indefensión,
en cuanto no obtuvo en su momento respuesta judicial
a su pretensión de nuevo emplazamiento para la ape­
lación, analizadas las circunstancias concurrentes en el
caso no puede apreciarse la existencia de indefensión
material. El apelante fue emplazado para comparecer
ante la Audiencia Provincial para defender su recurso
en el plazo de diez días; pudo efectivamente pensar que
el arto 385.4 L.E.C.. al conceder al apelado un plazo de
seis días para poder s~licitar la ejecución provisíonal ~.e

la Sentencia, le permltla contar con un plazo de dleclsels
días y pudo recurrir, como lo hizo, .Ia providencia
de 11 de mayo de 1992; sin embargo. ni era parte inte­
resada en la facultad que otorga el art. 385.4 LE.C.,
pues la facultad que en él se concede lo es para el
apelado, que puede no servirse de ella como ha ocurrido
en este supuesto, ni por el hecho de Interponer el recurso
quedaba exonerado de comparecer ante la Audiencia
Provincial en el plazo concedido al efecto, pues la facul­
tad que se atribuye al apelado por el mencionado artículo
no tiene más alcance que el previsto, ni puede tomarse
por el apelante como un plazo al que tenga derecho.
Consiguientemente, ni estaba legitimado para reclamar­
lo, ni podía olvidar que los recursos de reposición inter­
puestos contra providencias no impiden el inmediato
cumplimiento de éstas, tal y como señala el arto 376
L.E.C. Sólo a la conducta del recurrente se debe, por
tanto, la pérdida de su recurso de apelación. Por todo
ello se solicita de este Tribunal que dicte Sentencia dene­
gando el amparo solicitado.

12. Por providencia de 20 de junio de 1996 se seña­
ló para la deliberación y votación de la presente Sen­
tencia el día 24 siguiente.

11. Fundamentos jurídicos

1. Para centrar el problema debatido en este recurso
de amparo en el que se impugna el Auto de la Sección
Primera de la Audiencia Provincial de Cádiz, de fecha 1
de octubre de 1993, conviene señalar, resumiendo lo
expuesto en los antecedentes, las actuaciones judiciales
a las que puso fin la citada resolución impugnada en
este recurso.

Dictada Sentencia el 24 de abril de 1992 por el Juz­
gado de Primera Instancia núm. 1 de Jerez de la Frontera.
desestimatoria de la demanda interpuesta ante el mismo
por el actual demandante de amparo, fue recurrida por
éste en apelación y. admitido el recurso por providencia
del Juzgado de 11 de mayo de 1992. fueron emplazadas
las partes para que comparecieran ante la Audiencia
Provincial. No comparecido el apelante en el términO
del emplazamiento, la Sección Primera de la Audiencia
Provincial de Cádiz, con .fecha 1 de septiembre de 1992,
dictó Auto declarando desierto el recurso de apelación
y firme la Sentencia de instancia, firmeza que ratificó
el Auto ahora impugnado. .

El apelante justifica su no personación ante la Audlen:
cia en el hecho de que, contra la providencia que admltlo
la apelación y ordenó el emplazamiento de las partes.
habia interpuesto recurso de reposición porque no había
respetado el plazo de seis días en los que la parte ape­
lada, que consintió la providencia. podía solicitar la eje­
cución provisional de la Sentencia por él recurrida
(art. 385.4 de la Ley de Enjuiciamiento Civil). El recurso
se había extraviado en el Juzgado y no se resolvió hasta
después de haberse dictado por la Audiencia Provincial
el Auto declarando desierta la apelación. El Juzgado.
una vez que apareció el recurso de reposición, dictó pro,­
videncia el 3 de noviembre de 1992 por la que acordo
no haber lugar a lo solicitado en el mencionado recurso.
Interpuesto contra esta providencia nuevo recurso de
repOSición, se estimó parcialmente por Auto del Juzgado
de 18 de febrero de 1993. revocando esta última pro­
videncia. pero desestimando el recurso de reposioión
contra la providencia de 11 de mayo de 1992 que había
admitido a trámite la apelación y acordó un nuevo empla­
zamiento de las partes ante la Audiencia Provincial para
que ésta, en su caso, pudiera anular el Auto por el que
se había declarado desierto el recurso de apelación.

La parte demandada y apelada, doña Mercedes Vieira
Carrera, interpuso recurso de apelación contra el citado
Auto de 18 de febrero de 1993, que fue estimado por
el Auto ahora recurrido en amparo, de fecha 1 de octubre
de 1993, por el que se declaró firme la Sentencia del
Juzgado de 24 de abril de 1992. «sin perjuicio de que
la parte afectada por esta resolución pueda interponer
recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional».

2. Fijada la cuestión en estos términos debemos,
antes de nada, dar respuesta al obstáculo procesal plan­
teado por doña Mercedes Vieira Carrera. para quien la
demanda de amparo sería una nueva actuación dilatoria
del recurrente para el cumplimiento de la Sentencia que
debe inadmitirse por haber incumplido el recurrente el
requisito previsto en el art. 44.1 a) LOTC, ya que contra
el Auto que declaró desierto el recurso de apelaCión
no se interpuso en su día recurso alguno. No se señala,
sin embargo. cuál era el recurso que debía haberse inter­
puesto y, en todo caso. se olvida que según lo dispuesto
en el art. 840 L.E.C.. contra la resolución por la que
se declara desierto el recurso de apelación no cabe recur­
so alguno. Es cierto, no obstante, que contra el Auto
de la Audiencia Provincial podía haberse interpuesto
recurso de amparo y cabría plantearse, por ello, si la
demanda no incurre en extemporaneidad desde el
momento en que la indefensión que se denuncia se
habría producido, en realidad. por el Auto de 1 de sep­
tiembre de 1992 que declaró desierto el recurso de ape-
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lación, y que el posterior Auto de 1 de octubre de 1993,
ahora recurrido, no habría hecho sino confirmar. Esta
solución resultaría, sin embargo, excesivamente forma­
lista pues no puede desconocerse que, con posterioridad
al Auto por el que se declaró desierta la apelación de
la Sentencia, el Juzgado de Primera Instancia dictó nuevo
Auto concediendo un nuevo plazo al recurrente para
personarse ante la Audiencia Provincial. y ello precisa­
mente para permitir que la Sala pudiera subsanar lo que
el propio órgano judicial asumía como un error a él impu­
table. Con ello se abrió de nuevo el proceso y, en con­
secuencia, nada impedía que una vez agotados los recur­
sos procedentes, pudiera interponerse la presente
demanda de amparo.

3. Descartado el obstáculo procesal, debemos pro­
nunciarnos sobre el fondo del asunto planteado que,
no es otro, como resulta de su planteamiento, que deter­
minar si la falta de personación del recurrente de amparo
ante la Audiencia Provincial para formalizar el recurso
de apelación interpuesto es imputable únicamente a la
actuación del Juzgado de instancia, en cuyo caso, podría
haberse infringido el art. 24.1 C.E., o si cabe apreciar
también negligencia en la conducta del propio recurren­
te, en CtJyo caso, procederá la deséstimaciQn de la
demanda, puesto que el recurso de amparo no tiene
por objeto, como reiteradamente ha declarado este Tri­
bunal, depurar las posibles irregularidades procesales,
sino que es necesario además que éstas afecten al dere­
cho de defensa de las partes y que no influya en ello
una conducta negligente de las mismas (SSTC
109/1985,33/1992,167/1992,10/1993,334/1994
y 80/1995, entre otras muchas).

El recurrente en amparo insiste en que si no se
personó ante la Audiencia Provincial para formalizar la
apelación fue porque estaba pendiente el recurso de
reposición por él interpuesto precisamente contra la pro­
videncia por la que se le emplazaba ante el órgano supe­
rior, por 10 que sólo al Juzgado de Instancia -que extravió
el mencionado recurso y remitió las actuaciones a la
Audiéncia Provincial- sería imputable el qjJe su recurso
de apelación fuera declarado desierto y el que la Sen­
tencia recurrida adquiriera firmeza. Hay que tener en
cuenta, sin embargo, que como señalan tanto el Minis­
terio Fiscal como la otra parte personada en este recurso,
el art. 376 L.E.C. dispone que «contra las providencias
que dicten los Jueces de Primera Instancia no se dará
otro recurso que el de reposición, sin perjuicio del cual
se llevará a efecto la providencian; es decir, el recurso
de reposición pendiente no tenía efectos suspensivos.

En el supuesto de autos, el recurso de reposición
se interpuso contra una providencia (de 11 de mayo
de 1992) en la que se acordaba tener por interpuesto
recurso de apelación contra la Sentencia de 24 de abril
de 1992 y se emplazaba a las partes para que, en el
plazo de diez días, comparecieran ante la Audiencia Pro­
vincial de Cádiz, así como que remitiera a ésta las actua­
ciones. Es cierto que el recurso de reposición debió haber
sido resuelto en plazo, pero no lo es menos que, según
el citado art. 376 L.E.C., lo dispuesto en la providencia
impugnada debía llevarse a término a pesar de estar
recurrida y, en consecuencia, el apelante pudo y debió
personarse ante la Audiencia Provincial en el plazo que
le fue concedido. Al no hacerlo así. provocó con su con­
ducta que el recurso de apelación, según lo dispuesto
en el arto 840 L.E.C., se declarara desierto.

Por otra parte, como señala doña Mercedes Vieira,
demandada y apelada en el proceso antecedente y per­
sonada en éste, en el recurso de reposición tardíamente
resuelto no se ejercitaba derecho alguno que efectara
al apelante o a su persbnación como tal ante la Audiencia
Provincial. sino que sólo a ella podía interesar -lo que
no hizo-la ejecución provisional de la Sentencia; y como
éste era el único tema de la reposición que no tenía

influencia alguna para su personación ante la Audiencia,
es su conducta negligente, si no dilatoria, la que ha moti­
vado la firmeza de la Sentencia acordada en el Auto
de la Audiencia de 1 de septiembre de 1992 y ratificada
por el ahora impugnado. No puede apreciarse, por tanto,
vulneración alguna inmediata y directa de los órganos
judiciales [arto 44.1 b) de la LOTC] de los derechos a
la tutela judicial efectiva yana sufrir indefensión.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veinticuatro de junio de mil nove­
cientos noventa y seis.-José Gabaldón López, Fernando
García-Mon y González Regueral, Rafael de Mendizábal
y Allende, Julio Diego González Campos, Caries Viver
Pi-Su.nyer, Tomás S. Vives Antón.-Firmado y Rubricado.

17375 Sala Segunda. Sentencia 112/1996, de 24
de junio de 1996. Recurso de amparo
289/1994. Contra Auto de la Audiencia Pro­
vincial de Vitoria que desestimó recurso de
apelación interpuesto por el recurrente contra
Autos denegatorios de permiso de 'salida,
seguido ante el Juzgado de Vigilancia Peni­
tenciaria de Bilbao. Vulneración de los dere­
chos a la tutela judicial efectiva, a la libertad
y a la legalidad: motivación insuficiente de
la resolución judicial, restrictiva de derechos
fundamentales.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don José Gabaldón López, Presidente; don
Fernando García-Mon y González-Regueral. don Rafael
de Mendizábal y Allende, don Julio Diego González Cam­
pos, don Caries Viver i Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives
Antón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 289/94, interpuesto
por don Oswaldo René Castillo, representado por la Pro­
curadora de los Tribunales doña Almudena Delgado Gor­
do, con la dirección del Letrado don Octavio Aparicio
de León, contra el Auto de fecha 26 de noviembre
de 1993, dictado por la Audiencia Provincial de Vitoria,
por el que se desestimaba el recurso de apelación inter­
puesto por el recurrente contra los Autos de 27 de julio
y 8 de septiembre de 1993 dictados en el expedien­
te 3.865/93 sobre permiso de salida, seguido ante el
Juzgado de Vigilancia Penitenciaria de Bilbao. Ha inter·
venido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente don Tomás
S. Vives Antón quien expres,! el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito que tuvo entrada en este Tribunal
el 2 de febrero de 1994, el penado don Oswaldo René
Castillo, se dirigió al Juzgado de Vigilancia Penitenciaria


